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Diario Oficial de la Federación. 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La Suprema Corte, el día 04 de junio pasado, 
publica sentencia en la Controversia 
Constitucional 60/2024, en la que declara la 
invalidez del artículo 25, fracción VI, numerales 
1 y 2, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Matamoros, Coahuila de Zaragoza, para el 
ejercicio fiscal de dos mil veinticuatro, toda vez 
que viola la competencia de la Federación al 
establecer el cobro de derechos por la 
expedición de licencias para la instalación 
de antenas, mástiles, bases de comunicación, 
telefonía, radiorepetidoras o similares, toda vez 
que conforme a los artículos 6, apartado B, 
fracción II, 25, párrafos tercero y quinto, 27, 
párrafo sexto, 73, fracción XVII, y 124 de 
la Constitución Federal, es facultad de la 
Federación legislar en materia de vías 
generales de comunicación, tecnologías de la 
información y telecomunicaciones. 

 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi
go=5759200&fecha=04/06/2025#gsc.tab=0 
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Procuraduría Federal del Consumidor. 
 
La PROFECO publica el día 5 de junio, Acuerdo por el que se establecen acciones 
de simplificación y mejora administrativa para trámites que se realizan ante la 
Procuraduría Federal del Consumidor. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5759419&fecha=05/06/2025#gsc.
tab=0 
 

Criterios Poder Judicial de la Federación. 

 

Registro digital: 2030474 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 76/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CONVOCATORIA A ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS DE SOCIEDADES 
ANÓNIMAS. EL ARTÍCULO 191 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES 
MERCANTILES PERMITE QUE LA PRIMERA Y SEGUNDA CONVOCATORIAS 
CONSTEN EN LA MISMA PUBLICACIÓN O EN DOS PUBLICACIONES 
DISTINTAS. 

 

Hechos: Un accionista de una sociedad anónima demandó por la vía mercantil la 
nulidad de una asamblea de accionistas y sus respectivos acuerdos, alegando que 
no tuvo conocimiento oportuno de la convocatoria a dicha asamblea y que ésta había 
sido ilegal, a pesar de que, conforme a los estatutos de la sociedad, se había 
publicado en uno de los periódicos de mayor circulación en el domicilio de la 
sociedad. 

Al respecto, el accionista señaló que, al haberse realizado la primera y segunda 
convocatorias en la misma publicación, se contravino lo dispuesto en el artículo 191 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles, el cual establece que si la asamblea 
no pudiere celebrarse el día señalado para su reunión, se hará una segunda 
convocatoria con expresión de esta circunstancia, lo que a su juicio implica que la 
segunda convocatoria debía hacerse en una publicación distinta a la de la primera. 
Además, alegó que no se había cumplido con lo dispuesto en el artículo 186 de la 
misma ley, que exige que las convocatorias deben hacerse por medio de la 
publicación de un aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de 
Economía. 

El Juez de primera instancia declaró la nulidad de la asamblea, al considerar inválido 
que la primera y segunda convocatorias se hubiesen hecho en una sola publicación 
en un periódico y que no se hubiese realizado la publicación en el sistema de la 
Secretaría de Economía. Esta sentencia fue confirmada en segunda instancia. 

En contra de esta última resolución, la sociedad y un grupo de accionistas 
promovieron un juicio de amparo directo en donde se reclamó la constitucionalidad 
de dichos preceptos, pero les fue negado. Inconformes, interpusieron recurso de 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5759419&fecha=05/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5759419&fecha=05/06/2025#gsc.tab=0
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revisión en el que, entre otras cosas, alegaron que el Tribunal Colegiado había 
realizado una interpretación inconstitucional del señalado artículo 191. 

 

Criterio jurídico: La primera y segunda convocatorias para la celebración de 
asambleas de accionistas de sociedades anónimas pueden constar en la misma 
publicación, siempre y cuando se precisen con claridad las condiciones de realización 
de cada una, lo cual no excluye la posibilidad de que la primera y segunda 
convocatorias se realicen en publicaciones distintas, debiendo regir al respecto la 
modalidad que, en su caso, las sociedades definan en sus estatutos. 

 

Justificación: El artículo 191 de la Ley General de Sociedades Mercantiles dispone 
que si una asamblea no puede celebrarse el día señalado para su reunión, se hará 
una segunda convocatoria con expresión de esta circunstancia. Esta norma ha tenido 
la misma redacción desde que el legislador la introdujo en 1934 y, desde entonces, 
ha sido interpretada en la realidad societaria de dos maneras que resultan plausibles. 

Por un lado, se ha interpretado que esta norma permite que la primera y segunda 
convocatorias estén contenidas en la misma publicación, al no existir una prohibición 
expresa al respecto, ni exigir expresamente que ambas convocatorias consten en 
publicaciones distintas. En este sentido, ha sido una práctica común de algunas 
sociedades realizar una sola publicación que contenga la primera y segunda 
convocatorias. 

Sin embargo, la norma admite razonablemente otra interpretación, en el sentido que, 
cuando dispone que en la segunda convocatoria se hará la expresión de la 
circunstancia de la no realización de la asamblea en primera convocatoria, ello 
implica que la publicación de la segunda convocatoria debe ser distinta y posterior a 
la de la primera, por lo que ambas convocatorias no pueden constar en la misma 
publicación. Así, otras sociedades han optado por realizar la primera y la segunda 
convocatoria en publicaciones distintas. 

A juicio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ambas 
interpretaciones son constitucionalmente válidas. Por un lado, exigir que la primera y 
segunda convocatorias consten en publicaciones distintas introduciría una restricción 
que no está expresamente establecida en la ley y que impacta de manera 
desproporcionada la manera en que algunas sociedades anónimas han aplicado este 
artículo. Por otra parte, la norma tampoco prohíbe que la primera y segunda 
convocatorias se realicen en publicaciones distintas. 

Por lo tanto, debe preferirse una interpretación que maximice la autonomía de la 
voluntad de las sociedades para que sean éstas las que determinen, en función de 
sus circunstancias, si consideran pertinente que la segunda convocatoria se haga en 
la misma publicación que la primera o en una distinta, debiendo regir al respecto la 
modalidad que, en su caso, las sociedades definan en sus estatutos. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1426/2020. Desarrollo Logistik, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
diciembre de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Eduardo Román 
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González. 

 

Tesis de jurisprudencia 76/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco. 

 

 

Registro digital: 2030477 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Civil 

Tesis: 1a./J. 93/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CLÁUSULAS DE SUMISIÓN EXPRESA A JURISDICCIÓN EXTRANJERA 
ESTABLECIDAS EN CONTRATOS DE ADHESIÓN DE EMPRESAS QUE 
PRESTAN SUS SERVICIOS EN MÉXICO A TRAVÉS DE PÁGINAS DE INTERNET. 
CUANDO PRORROGAN LA COMPETENCIA ÚNICAMENTE PARA QUE LOS 
USUARIOS ACUDAN A OTRO PAÍS A DIRIMIR LAS CONTROVERSIAS ENTRE 
LAS PARTES, VIOLAN EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

 

Hechos: Una persona demandó en la vía ordinaria civil a una empresa extranjera que 
brinda sus servicios a través de una página web. Al contestar la demanda planteó la 
excepción de incompetencia por declinatoria al no tener domicilio en México y, 
además, porque conforme a los "términos y condiciones" de su página de Internet, la 
actora se había sometido expresamente a la jurisdicción de los juzgados y tribunales 
extranjeros. La Sala Civil del conocimiento declaró fundada dicha excepción. La 
actora promovió amparo directo y el Tribunal Colegiado de Circuito lo negó al 
considerar que existía una prórroga de jurisdicción en favor de un tribunal extranjero. 
La quejosa interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las cláusulas de sumisión expresa a favor de tribunales extranjeros 
estipuladas en los "términos y condiciones" de contratos de adhesión de empresas 
extranjeras que prestan sus servicios en México a través de páginas de Internet, 
violan el derecho de acceso a la justicia de los usuarios cuando prorrogan la 
competencia únicamente para que éstos acudan a otro país a dirimir las controversias 
entre las partes. 

 

Justificación: Los artículos 149, primer párrafo y 151 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), permiten que la 
competencia de los órganos jurisdiccionales por razón de territorio y materia se 
prorrogue, considerando el interés de las partes a fin de hacer más fácil su defensa. 

Sin embargo, cuando se trata de cláusulas de sumisión expresa a jurisdicción 
extranjera que derivan de un contrato de adhesión de prestación de servicios de una 
empresa a través de una página de Internet, en las cuales, por el simple acceso y 
uso del sitio web, los usuarios aceptan plenamente y sin reservas sujetarse a la 
jurisdicción de otro país, se viola el derecho de acceso a la justicia y el principio de 
igualdad entre las partes, porque ello implica que, independientemente del lugar en 
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el que se encuentren los usuarios, deberán acudir ante los órganos jurisdiccionales 
de ese otro país a efecto de resolver sus pretensiones y dirimir controversias 
derivadas de los servicios que la empresa presta en México, con el consecuente 
gasto que ello genera, entre otros factores. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 5069/2023. 19 de febrero de 2025. Unanimidad de cuatro 
votos de las Ministras y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, en su ausencia hizo suyo 
el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 

 

Tesis de jurisprudencia 93/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2030472 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 65/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CONTRATO DE ARRENDAMIENTO. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
PUEDEN ANALIZAR LA CONVENCIONALIDAD DE SUS CLAÚSULAS PARA 
EVALUAR SI GENERAN LA EXPLOTACIÓN DE UNA PERSONA POR PARTE DE 
OTRA. 

 

Hechos: Una persona fue condenada al pago de las rentas vencidas, intereses 
moratorios y a una pena convencional con motivo de la rescisión de un contrato de 
arrendamiento. En contra de esa determinación, la parte demandada promovió un 
juicio de amparo directo en el que planteó la inconvencionalidad de las cláusulas que 
contenían los intereses moratorios y la pena convencional, pues consideró que 
representaban usura y explotación. El Tribunal Colegiado concedió el amparo para 
que el tribunal de apelación analizara si los intereses moratorios eran usurarios; sin 
embargo, omitió el análisis de la prohibición de la explotación respecto de la pena 
convencional pactada. Inconforme con lo anterior, la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión. 

 

Criterio jurídico: Es posible analizar las cláusulas de un contrato de arrendamiento 
para advertir una posible explotación de una persona por otra en términos del artículo 
21.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuando en la relación 
jurídica contractual se advierta un exceso o desproporción en las prestaciones y 
contraprestaciones económicas de cualquier negocio jurídico en el que se vea 
afectada la dignidad. 

 

Justificación: La propiedad privada está protegida a través de la prohibición de la 
usura y cualquier forma de explotación conforme al artículo 21.3 de la Convención 
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Americana sobre Derechos Humanos. Al respecto, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha determinado que existen características específicas 
que marcan una diferencia entre las figuras de explotación y usura. El fenómeno 
usurero se configura cuando una persona obtiene, en provecho propio y de modo 
abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. En 
cuanto a la explotación, tratándose de operaciones contractuales, se configura 
cuando en la relación contractual existe una afectación en la dignidad de la persona 
abusada. 

Por esas razones, el contrato de arrendamiento puede analizarse bajo la perspectiva 
de la prohibición de la explotación, siempre y cuando en la relación jurídica 
contractual se advierta un exceso o desproporción en las prestaciones y 
contraprestaciones económicas de cualquier negocio jurídico en el que se vea 
afectada la dignidad, es decir, que las contraprestaciones no correspondan en valor 
con la función que desempeñan dentro del negocio jurídico y representen un abuso 
o exceso. 

Cuando no se advierta una afectación de esa naturaleza, pero se alegan excesos 
patrimoniales, tales cláusulas estarán sujetas al control que pueda derivar de las 
reglas generales del derecho civil que les resulten aplicables para evitar que en los 
actos jurídicos haya abuso patrimonial de una parte en perjuicio de otra. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1954/2020. Rafael González González. 24 de noviembre 
de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones 
y formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero se 
aparta de los párrafos treinta y nueve a cuarenta y cuatro, y Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Juan Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera. 

 

Tesis de jurisprudencia 65/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2030473 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 78/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CONVOCATORIA A ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS DE SOCIEDADES 
ANÓNIMAS. EL HECHO DE QUE LA SEGUNDA CONVOCATORIA CONSTE EN 
LA MISMA PUBLICACIÓN QUE LA PRIMERA, NO AFECTA LA CERTEZA 
JURÍDICA DE LOS ACCIONISTAS. 

 

Hechos: Un accionista de una sociedad anónima demandó por la vía mercantil la 
nulidad de una asamblea de accionistas y sus respectivos acuerdos, alegando que 
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no tuvo conocimiento oportuno de la convocatoria a dicha asamblea y que ésta había 
sido ilegal, a pesar de que, conforme a los estatutos de la sociedad, se había 
publicado en uno de los periódicos de mayor circulación en el domicilio de la 
sociedad. 

Al respecto, el accionista señaló que, al haberse realizado la primera y segunda 
convocatorias en la misma publicación, se contravino lo dispuesto en el artículo 191 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles, el cual establece que si la asamblea 
no pudiere celebrarse el día señalado para su reunión, se hará una segunda 
convocatoria con expresión de esta circunstancia, lo que a su juicio implica que la 
segunda convocatoria debía hacerse en una publicación distinta a la de la primera. 
Además, alegó que no se había cumplido con lo dispuesto en el artículo 186 de la 
misma ley, que exige que las convocatorias deben hacerse por medio de la 
publicación de un aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de 
Economía. 

El Juez de primera instancia declaró la nulidad de la asamblea, al considerar inválido 
que la primera y segunda convocatorias se hubiesen hecho en una sola publicación 
en un periódico y que no se hubiese realizado la publicación en el sistema de la 
Secretaría de Economía. Esta sentencia fue confirmada en segunda instancia. 

En contra de esta última resolución, la sociedad y un grupo de accionistas 
promovieron un juicio de amparo directo en donde se reclamó la constitucionalidad 
de dichos preceptos, pero les fue negado. Inconformes, interpusieron recurso de 
revisión en el que, entre otras cosas, alegaron que, contrario a lo señalado por el 
Tribunal Colegiado, la doble publicación de las convocatorias no otorga mayor 
certeza jurídica a los accionistas. 

 

Criterio jurídico: El hecho de que la segunda convocatoria a una asamblea general 
de accionistas de sociedades anónimas conste en la misma publicación que la 
primera, no afecta la certeza jurídica de los accionistas respecto de la celebración de 
la asamblea, siempre que dicha publicación establezca con claridad los escenarios 
en los que la asamblea se realizará en primera y, en su caso, segunda convocatoria. 

 

Justificación: La finalidad que persiguen las disposiciones de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles que conforman el sistema normativo que regula las 
convocatorias a asambleas de accionistas es brindar seguridad jurídica para que 
dichas asambleas se lleven a cabo con el conocimiento de los socios. 

El que en la primera convocatoria se estipule que, en caso de no reunirse el quórum 
de accionistas para realizar la asamblea, se les convocará nuevamente a celebrarla 
en un determinado día y hora, es suficiente para brindar certeza a los accionistas 
sobre la celebración de la asamblea. Esto es así, pues con ello se otorga a los 
accionistas una oportunidad real de comparecer y participar en la asamblea, pues si 
no pueden asistir a la primera convocatoria, tendrán desde el primer momento el 
conocimiento de cuándo se llevará a cabo la asamblea en segunda convocatoria, lo 
que les permitirá realizar con tiempo las previsiones necesarias para poder asistir en 
caso de que deseen hacerlo. 

En este sentido, el mandato de expresar en la segunda convocatoria la circunstancia 
de no realización de la asamblea en primera convocatoria, se cumple cuando en la 
publicación se especifica que, en caso de ser necesario o requerirse, se convoca a 
realizar la asamblea en segunda convocatoria en un determinado día y hora, pues 
con ello se está haciendo referencia a la circunstancia de que la asamblea no hubiera 
podido realizarse en la primera convocatoria. 
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PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1426/2020. Desarrollo Logistik, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
diciembre de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Eduardo Román 
González. 

 

Tesis de jurisprudencia 78/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2030475 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 77/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CONVOCATORIAS A ASAMBLEAS GENERALES DE ACCIONISTAS DE 
SOCIEDADES ANÓNIMAS. DEBEN SER PUBLICADAS EN EL SISTEMA 
ELECTRÓNICO ESTABLECIDO POR LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA, CON 
INDEPENDENCIA DE LO QUE DISPONGAN LOS ESTATUTOS DE LA 
SOCIEDAD. 

 

Hechos: Un accionista de una sociedad anónima demandó por la vía mercantil la 
nulidad de una asamblea de accionistas y sus respectivos acuerdos, alegando que 
no tuvo conocimiento oportuno de la convocatoria a dicha asamblea y que ésta había 
sido ilegal, a pesar de que, conforme a los estatutos de la sociedad, se había 
publicado en uno de los periódicos de mayor circulación en el domicilio de la 
sociedad. 

Al respecto, el accionista señaló que, al haberse realizado la primera y segunda 
convocatorias en la misma publicación, se contravino lo dispuesto en el artículo 191 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles, el cual establece que si la asamblea 
no pudiere celebrarse el día señalado para su reunión, se hará una segunda 
convocatoria con expresión de esta circunstancia, lo que a su juicio implica que la 
segunda convocatoria debía hacerse en una publicación distinta a la de la primera. 
Además, alegó que no se había cumplido con lo dispuesto en el artículo 186 de la 
misma ley, que exige que las convocatorias deben hacerse por medio de la 
publicación de un aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de 
Economía. 

El Juez de primera instancia declaró la nulidad de la asamblea, al considerar inválido 
que la primera y segunda convocatorias se hubiesen hecho en una sola publicación 
en un periódico y que no se hubiese realizado la publicación en el sistema de la 
Secretaría de Economía. Esta sentencia fue confirmada en segunda instancia. 

En contra de esta última resolución, la sociedad y un grupo de accionistas 
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promovieron un juicio de amparo directo en donde se reclamó la constitucionalidad 
de dichos preceptos, pero les fue negado. Inconformes, interpusieron recurso de 
revisión en el que, entre otras cosas, alegaron que, conforme a los estatutos de la 
sociedad, no existía obligación de publicar la convocatoria en el sistema de la 
Secretaría de Economía. 

 

Criterio jurídico: A partir de la reforma al artículo 186 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de junio de dos 
mil catorce, las convocatorias para la celebración de las asambleas generales de 
accionistas de sociedades anónimas deben hacerse por medio de la publicación de 
un aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía. Ello, 
con independencia de lo que prevean los estatutos de la sociedad, los cuales no 
están por encima de la referida disposición legal, cuyo cumplimiento no es optativo. 

 

Justificación: Uno de los requisitos para que las asambleas generales de accionistas 
de sociedades anónimas, ordinarias y extraordinarias, resulten válidas es que los 
accionistas sean llamados a ellas a través de una convocatoria, lo cual encuentra su 
fundamento en el carácter democrático del gobierno corporativo de la sociedad. 

La convocatoria es el medio para que los accionistas tengan información sobre el día, 
la hora y el lugar señalados, en el que están llamados a reunirse los accionistas de 
la sociedad para discutir y votar los asuntos correspondientes para el funcionamiento 
de la sociedad que señale el orden del día. 

En relación con las convocatorias, la Ley General de Sociedades Mercantiles 
establece una serie de formalidades, algunas de las cuales deben cumplirse en los 
términos precisos que establece la ley, en tanto que las sociedades cuentan con una 
mayor libertad para definir en sus estatutos la forma de cumplir algunas otras. Sin 
embargo, lo previsto en el artículo 186, en el sentido de que la convocatoria se haga 
por medio de la publicación de un aviso en el sistema electrónico establecido por la 
Secretaría de Economía, es una formalidad cuyo cumplimiento no puede ser 
modulado por disposiciones estatutarias. 

A partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de junio 
de dos mil catorce al referido precepto, se dispone que las convocatorias a 
asambleas de accionistas de sociedades anónimas deben hacerse por medio de la 
publicación de un aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de 
Economía. Esta norma no establece que su cumplimiento sea optativo, ni deja 
margen a las sociedades para establecer en sus estatutos medios de publicación que 
sustituyan la publicación en el referido sistema electrónico. 

Por lo tanto, si bien es válido que las sociedades, en ejercicio de la autonomía de su 
voluntad, establezcan en sus estatutos que las convocatorias a asambleas serán 
publicadas en otros medios, ello debe entenderse en el sentido de que se trata de 
medios de publicación adicionales al sistema electrónico de la Secretaría de 
Economía. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1426/2020. Desarrollo Logistik, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
diciembre de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Eduardo Román 
González. 

 

Tesis de jurisprudencia 77/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco.  

 

Registro digital: 2030485 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 74/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DURACIÓN DE LA VISITA DOMICILIARIA. SU REGULACIÓN EN EL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN RESPETA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA. 

 

Hechos: Una empresa promovió un juicio de nulidad en contra del crédito fiscal que 
se le determinó con motivo de una visita domiciliaria. A decir de la empresa, la 
autoridad excedió el plazo de doce meses con que contaba para culminar la visita. 
En tal juicio se reconoció la validez del crédito. 

En contra de la sentencia del juicio de nulidad la empresa promovió un juicio de 
amparo. En sus conceptos de violación señaló que, si la autoridad tiene doce meses 
para concluir la fiscalización, debería terminarla un día antes de que transcurran esos 
meses y no, como en el caso, que la autoridad terminó la visita en el mismo día que 
la empezó, pero del mes doce siguiente. Por tanto, la empresa alegó que los artículos 
12 y 46-A del Código Fiscal de la Federación, que establecen la forma de computar 
los plazos y el plazo máximo de una visita domiciliaria, violan el principio de seguridad 
jurídica por no establecer de manera clara el momento en el que culmina el plazo de 
doce meses en un procedimiento de fiscalización o visita domiciliaria. 

El Tribunal Colegiado negó el amparo, por lo que la empresa interpuso un recurso de 
revisión cuyo conocimiento correspondió a la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: El Código Fiscal de la Federación respeta el principio de seguridad 
jurídica al regular el plazo máximo para concluir una visita domiciliaria y la forma de 
computarlo, porque permite a las personas comprender que la autoridad debe 
concluir la visita domiciliaria a más tardar el mismo día en que inició la visita, pero del 
mes doce siguiente. 

 

Justificación: La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el principio 
de seguridad jurídica radica en "saber a qué atenerse" respecto de la regulación 
normativa prevista en la ley y a la actuación de la autoridad. Por tanto, en caso de 
vaguedad, ambigüedad, confusión y contradicción entre los términos, frases, 
vocablos o locuciones que se establecen en una disposición legal, corresponde a su 
intérprete establecer el sentido y su alcance, el que puede armonizarse a través del 
análisis del precepto y su relación con otras normas del propio ordenamiento. 
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De la interpretación de los artículos 12 y 46-A del Código Fiscal de la Federación se 
obtiene que cuando los plazos se fijen por meses, se entenderá que concluyen el 
mismo día del mes calendario posterior, de manera que si se fija como un plazo 
máximo de doce meses para que la autoridad hacendaria concluya una visita 
domiciliaria, debe entenderse que ésta debe terminar a más tardar el mismo día en 
que inició la visita, pero del mes doce siguiente. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 3794/2023. 10 de enero de 2024. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carranca, quien formuló voto particular. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 

 

Tesis de jurisprudencia 74/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2030490 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 75/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

GASTOS ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES Y PRESTACIONES DE 
PREVISIÓN SOCIAL. SU REGULACIÓN EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA PARA QUE RESULTEN CONCEPTOS DEDUCIBLES RESPETA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

Hechos: A una empresa se le determinó un crédito fiscal al rechazársele la deducción 
de los gastos que registró como "consumos en restaurantes", porque la autoridad 
fiscal consideró que no eran estrictamente indispensables para el objeto social de la 
empresa. También se le rechazó la deducción de determinados gastos identificados 
en la contabilidad como prestaciones de previsión social, porque la autoridad fiscal 
consideró que la empresa debió otorgar la prestación de manera general a sus 
trabajadores para que resultara deducible. 

Tras un juicio de nulidad, se reconoció la validez del crédito y la empresa promovió 
un juicio de amparo directo en el que señaló que la Ley del Impuesto sobre la Renta 
viola el principio de seguridad jurídica al permitir que las autoridades fiscales 
requieran a los contribuyentes el cumplimiento de requisitos no previstos legalmente 
para determinar si los gastos son deducibles para efectos de ese impuesto por 
resultar estrictamente indispensables; y por no definir cómo se acredita que los 
gastos de previsión social se otorgaron de manera general a sus trabajadores para 
que sean deducibles. 

El Tribunal Colegiado negó el amparo, por lo que la empresa interpuso un recurso de 
revisión cuyo conocimiento correspondió a la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 
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Criterio jurídico: La Ley del Impuesto sobre la Renta respeta el principio de seguridad 
jurídica porque permite entender que son deducibles, por resultar estrictamente 
indispensables, los gastos relacionados con la operación normal de la empresa 
mediante los cuales procura la obtención de sus ingresos. Asimismo, señala con 
suficiente claridad los supuestos en los que una prestación de previsión social se 
considera otorgada de manera general a los trabajadores para que, de resultar 
estrictamente indispensable, igualmente sea deducible. 

 

Justificación: La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la 
inconstitucionalidad de una norma no puede depender de la supuesta imprecisión o 
inexactitud en que el legislador incurra al momento de configurarla, pues la exigencia 
de establecer cada uno de los supuestos y definiciones en el ordenamiento haría 
imposible la función legislativa y la redacción de las leyes en general se traduciría en 
una labor interminable e impráctica. 

Por tanto, el artículo 31, fracciones I y XII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
vigente en 2011, no requiere, para preservar la seguridad jurídica, que defina un 
catálogo de gastos que se consideren indispensables según el giro o la actividad de 
la empresa, pues permite conocer que se clasifican como tales las erogaciones 
relacionadas con la operación normal de la empresa y mediante las cuales procura 
sus ingresos. 

La norma tampoco requiere de una enumeración detallada de los supuestos en los 
que una prestación de previsión social se otorga de manera general a los 
trabajadores, por lo que si se acredita que resulta un gasto estrictamente 
indispensable, sea deducible. 

Lo innecesario de un mayor detalle en la norma es porque existe una variedad de 
casos aceptables que actualizan esos supuestos normativos y para establecer la 
procedencia de una deducción se requerirá examinar cada caso en particular 
conforme a los principios de veracidad y demostrabilidad razonables. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 3794/2023. 10 de enero de 2024. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carranca, quien formuló voto particular. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 

 

Tesis de jurisprudencia 75/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco. 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

 

Registro digital: 2030492 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Civil 

Tesis: 1a./J. 79/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
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Tipo: Jurisprudencia 

 

INCUMPLIMIENTO DE UN CONTRATO DE SEGURO. SUPUESTOS EN LOS QUE 
SE DEBE JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. 

 

Hechos: Una mujer contrató un seguro de vida, en el que se le ofreció un beneficio 
adicional en caso de ser diagnosticada con algún tipo de cáncer exclusivo de 
mujeres. Al momento de la contratación, la aseguradora no le brindó las condiciones 
generales de la póliza de seguro. Tiempo después, mientras estaba en proceso para 
embarazarse, fue diagnosticada con cáncer cérvico uterino, por lo que solicitó el pago 
de la póliza. Luego de la práctica de diversos exámenes médicos y de la revisión por 
la aseguradora y un despacho de personas abogadas su solicitud fue rechazada bajo 
el argumento de que dicha enfermedad estaba expresamente excluida en las 
condiciones generales del contrato. 

Inconforme, la contratante promovió un juicio oral mercantil en el que reclamó el 
cumplimiento del contrato y una indemnización por la responsabilidad civil derivada 
del daño moral ocasionado por tener que promover un juicio para exigir una 
contraprestación a la que tenía derecho, lo que incrementó la angustia derivada del 
diagnóstico, así como por la exposición de su vida íntima ante diversas personas, 
incluso, ajenas a la relación contractual. La Jueza ordenó el cumplimiento del 
contrato de seguro, pero absolvió a la demandada de las demás prestaciones.  

En desacuerdo, la actora promovió un juicio de amparo directo. El Tribunal Colegiado 
del conocimiento sostuvo que no procedía el daño moral reclamado, ya que la 
quejosa no había acreditado un hecho ilícito que hubiera generado una afectación a 
su integridad física o psíquica. Esto bajo el argumento de que, si bien era cierto que 
este padecimiento vulnera el aspecto psicológico de cualquier persona, lo cierto era 
que esta afectación a su salud no era atribuible a la compañía aseguradora. 
Inconforme, la quejosa interpuso un recurso de revisión.  

 

Criterio jurídico: Cuando se analiza el incumplimiento de un contrato de seguro, la 
autoridad judicial debe juzgar el caso con perspectiva de género cuando involucre 
una enfermedad grave que afecte el sistema sexo-reproductivo de las mujeres. Esto 
implica estudiar con especial sensibilidad la situación de vulnerabilidad en la que se 
encuentra, el tipo de padecimiento experimentado, el momento en el que recibe el 
diagnóstico y las consecuencias e impactos que derivaron del incumplimiento 
injustificado de las obligaciones a cargo de la aseguradora. Lo anterior con el 
propósito de advertir la profundidad y diversidad de los daños causados no sólo a su 
salud e integridad, sino en todos los ámbitos de su vida, incluyendo su proyecto 
familiar.  

 

Justificación: El deber de juzgar con perspectiva de género exige que la persona 
juzgadora analice el contexto en el que se encuentra una mujer, a fin de identificar 
situaciones de discriminación, desigualdad o violencia de género que puedan 
impactar en el acceso y ejercicio efectivo de sus derechos.  

En ese sentido, cuando una mujer reclama el cumplimiento de un contrato de seguro 
por un padecimiento que sólo aqueja a las mujeres, como es el cáncer cérvico uterino 
o el cáncer de mama, la autoridad jurisdiccional debe tener especial sensibilidad para 
analizar la solicitud con perspectiva de género, a fin de visibilizar la situación de 
vulnerabilidad en la que se encuentra y su relación con el incumplimiento de las 
obligaciones a cargo de las empresas aseguradoras.  
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Este deber cobra mayor relevancia en aquellos casos en los que las enfermedades 
diagnosticadas tienen un alto grado de probabilidad de muerte; cuando impactan de 
forma determinante en el proyecto de vida y en el deseo de ser madre; cuando el 
padecimiento, por sí mismo, genera angustia, sufrimiento o dolor; cuando trasciende 
gravemente a la situación reproductiva, o cuando se le obliga a acudir a juicio a 
reclamar el cumplimiento de la cobertura pactada, teniendo que mostrar exámenes 
médicos que involucran áreas de su cuerpo que se relacionan con los extremos más 
personales de su vida.  

En estos casos, es imprescindible que la persona juzgadora analice el impacto que 
la actitud de la empresa aseguradora tuvo en la afectación a la integridad psíquica 
de la mujer, ya sea porque se negó a cumplir injustificadamente con sus obligaciones 
y a pagar la suma asegurada o por obligarla a tramitar un juicio para exigir el 
cumplimiento del contrato, a pesar de que ha cumplido con todos los requisitos 
legales y contractuales exigidos por dicha compañía.  

El análisis de estas circunstancias permitirá que la autoridad judicial defina si la 
vulneración al derecho a la intimidad de la mujer, generada por el actuar irregular de 
la empresa aseguradora, impactó ineludiblemente en su integridad psíquica, 
tomando en consideración la estrecha vinculación que este derecho tiene con los 
extremos más personales de la vida y del entorno familiar, cuyo conocimiento está 
restringido al conocimiento de los demás y, conforme a ello, determinar la 
procedencia de una indemnización por el daño moral generado.  

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 4306/2020. 25 de enero de 2023. Cinco votos de la 
Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos 
Núñez.  

 

Tesis de jurisprudencia 79/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de mayo de dos mil veinticinco . 
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